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Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

Régimen Jurídico del Sector Público 

Versión comentada jurídicamente

AUTOR

Emilio Blasco es un reconocido jurista, profesor universitario y economista de  acreditada 

trayectoria en la docencia de las ciencias jurídicas y económicas, significándose en la 

actualidad como uno de los más destacados preparadores de aspirantes a los Cuerpos 

Superiores de la Generalitat Valenciana (GVA). Su doble condición de jurista y economista 

le  otorga  una  visión  global,  sistémica  y  profundamente  práctica  del  Derecho  Público 

contemporáneo.

Su sólida formación académica se cimienta sobre el Grado en Derecho y el Máster en 

Abogacía y Procura por la Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED), así 

como la Licenciatura en Ciencias Económicas y Empresariales y el Máster en Gestión del 

Comercio  Exterior  por  la  Universitat  de  València. Coronando  su  periplo  de  alta 

investigación, es Doctor en Economía Internacional por la Universitat Jaume I y ostenta el 

prestigioso Premio Extraordinario a la Excelencia Académica otorgado por la Universidad 

de Aberystwyth, en el País de Gales.

En  el  ámbito  profesional,  Blasco  aúna  la  experiencia  de  más  de  veinte  años 

desempeñando cargos  directivos  de alta  responsabilidad  en el  sector  privado con su 

actual condición de empleado público en el seno de la Administración de la Generalitat 

Valenciana. Esta doble perspectiva —la eficiencia de la corporación privada y el  rigor 

garantista del sector público— dota a sus análisis de un valor pragmático inestimable para 

el Opositor de élite.

En  su  faceta  de  divulgador  técnico  y  docente  de  vocación,  ejerce  como profesor  en 

diversas  universidades  españolas,  tanto  públicas  como  privadas.  Asimismo,  dirige  su 
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propia plataforma de alta formación y el canal pedagógico de YouTube  @emilio.blasco, 

convertido hoy en un referente indiscutible para el estudio del Derecho Constitucional y el 

Derecho Administrativo,  cuya labor se complementa a través de su portal  institucional 

www.preparadoroposiciones.es  .  

La  presente  obra  forma  parte  de  su  celebrada  Colección  «Leyes  para  Opositores 

Comentadas», un proyecto editorial nacido para dotar a los futuros servidores públicos 

de  los  instrumentos  dogmáticos  necesarios  para  desentrañar  la  ratio  legis del 

ordenamiento y alcanzar la excelencia en los procesos selectivos más exigentes.
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PRÓLOGO: BIENVENIDO A LA ALTA ESCUELA DE OPOSITORES

El libro que tiene en sus manos no es un recopilatorio de leyes al uso; es el resultado de 

un compromiso absoluto con la excelencia formativa y se consolida, junto con el resto de 

nuestros volúmenes de la Colección de Leyes para Opositores Comentadas,  como  la 

mejor obra del mercado para la preparación de oposiciones.

Este manual ha sido diseñado con una arquitectura jurídica de nivel superior (Subgrupo 

A1), concebida para dotar al opositor de la densidad dogmática, el criterio jurisprudencial 

y  la  capacidad  de  resolución  práctica  que  exigen  los  tribunales  más  rigurosos.  No 

obstante, gracias a la metodología empleada, se convierte en una herramienta transversal 

e imprescindible que puede ser utilizada con absoluto éxito por opositores de todos los 

niveles (Cuerpos C1 y C2), adaptándose al grado de exigencia de cada convocatoria.

El verdadero desafío de la  Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 

Sector Público,  radica en su abstracción y en su naturaleza organizativa.  El  objetivo 

prioritario  de  esta  obra  es  derribar  las  barreras  interpretativas  para  todas  aquellas 

personas que carecen de una formación jurídica previa. Para lograrlo, hemos operado un 

equilibrio perfecto:  sin perder un ápice de rigor jurídico, desgranamos el articulado 

mediante un lenguaje nítido y directo, potenciando cada precepto con explicaciones 

pormenorizadas y multitud de supuestos reales de la gestión pública práctica. Nuestra 

filosofía es clara: el opositor debe entender la ley primero, para poder estudiarla con 

criterio y memorizarla con éxito después.

Con el fin de ofrecer un material quirúrgico y eficiente, el núcleo analítico de este libro se 

concentra  de  forma  exclusiva  en  el  Título  Preliminar  (artículos  1  al  53,  ambos 

inclusive).  Este  bloque,  que  abarca  las  disposiciones  generales,  los  principios  de 

actuación y el funcionamiento del sector público, constituye el verdadero búnker normativo 

y el temario nuclear exigido de forma unánime en las oposiciones. 

La joya de la corona que diferencia a este manual de cualquier otro texto del mercado se 

encuentra  en su  bloque práctico.  Al  finalizar  el  estudio  doctrinal,  se  adentrará  en  un 

entrenamiento  real  de  máxima  exigencia  con  preguntas  tipo  test  resueltas  y 

minuciosamente  comentadas  y  casos  prácticos,  extraídas  directamente  de  las 

convocatorias oficiales de la Generalitat Valenciana (GVA). No hay mejor preparación para 
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el examen que enfrentarse a los mismos supuestos y trampas que los tribunales plantean 

en la realidad.

Afrontar una oposición de nivel superior es una carrera de fondo. Mi deseo sincero es que 

este manual les desvele el sentido lógico de la norma y que, por encima de todo, disfruten  

y dominen la lectura de estas páginas hasta alcanzar su meta.

Nos vemos en el Diario Oficial.

Saludos cordiales,

Emilio Blasco

www.emilioblasco.es
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Sección 2.ª Competencia 

Artículo 8. Competencia. 

1. La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos administrativos 

que la tengan atribuida como propia, salvo los casos de delegación o avocación, 

cuando se efectúen en los términos previstos en ésta u otras leyes. La delegación 

de  competencias,  las  encomiendas  de  gestión,  la  delegación  de  firma  y  la 

suplencia no suponen alteración de la titularidad de la competencia, aunque sí de 

los elementos determinantes de su ejercicio que en cada caso se prevén.

2.  La  titularidad  y  el  ejercicio  de  las  competencias  atribuidas  a  los  órganos 

administrativos  podrán  ser  desconcentradas  en  otros  jerárquicamente 

dependientes de aquéllos en los términos y con los requisitos que prevean las 

propias normas de atribución de competencias.

3.  Si  alguna  disposición  atribuye  la  competencia  a  una  Administración,  sin 

especificar el órgano que debe ejercerla, se entenderá que la facultad de instruir y 

resolver los expedientes corresponde a los órganos inferiores competentes por 

razón  de  la  materia  y  del  territorio.  Si  existiera  más  de  un  órgano  inferior 

competente por razón de materia y territorio, la facultad para instruir y resolver los 

expedientes corresponderá al superior jerárquico común de estos.

 

I. COMENTARIO DEL ARTÍCULO 

1. El principio de irrenunciabilidad: La competencia como deber

La competencia no es una facultad discrecional del órgano, sino un deber funcional. El 

principio  de  irrenunciabilidad  (art.  8.1)  impone  que  el  órgano  que  tiene  atribuida  la 

competencia debe ejercerla. Cualquier intento de "renuncia" o negativa a actuar sin causa 

legal constituiría una vía de hecho (actuación administrativa al margen del Derecho).

2. Binomio Titularidad vs. Ejercicio

Esta es la clave para entender la imputación de responsabilidad. La titularidad es el "título 

jurídico" de la potestad. Cuando la norma dice "El Director General es competente", le 

está otorgando la titularidad.
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• Técnicas de ejercicio (Delegación, Avocación, Encomienda, Suplencia): Solo 

afectan al  ejercicio. El titular sigue siendo responsable ante el ordenamiento y el 

ciudadano, aunque el acto sea realizado materialmente por otro órgano.

• Técnica de organización (Desconcentración): Es la única técnica (junto con la 

creación  por  norma)  que  altera  la  titularidad.  La  desconcentración  es  una 

transferencia definitiva; la competencia pasa a ser "propia" del nuevo órgano.

3. Criterios de atribución residual (art. 8.3)

Ante normas genéricas que atribuyen competencias a la "Administración" sin especificar 

el órgano (vgr. "La Generalitat sancionará..."), se activan dos reglas de cierre para evitar 

la parálisis (principio de eficacia):

1. Criterio  territorial  y  material: Se  busca  al  órgano  inferior  con  competencia 

específica.

2. Criterio del superior jerárquico común: Si  el  reparto material  es ambiguo, se 

asciende en la escala jerárquica hasta encontrar el vértice donde las competencias 

convergen.

II. EL RINCÓN DEL TEST

1. El Conseller de Sanidad dicta una resolución por la cual delega el ejercicio de la  

potestad  sancionadora  en  el  Director  General  de  Atención  Primaria.  Tras  la 

delegación, se dicta una resolución sancionadora que es impugnada por la empresa 

afectada por falta de competencia del órgano delegante. Atendiendo al artículo 8 de 

la Ley 40/2015, ¿cuál es el estado de la titularidad de la competencia?

A) La titularidad se ha transferido al Director General, por lo que el Conseller ya no tiene 

competencia para revocar actos dictados por aquel.

B) La titularidad permanece en el Conseller, mientras que el ejercicio ha sido trasladado al 

Director General, siendo el Conseller responsable de los actos dictados en el ejercicio de 

la delegación.

C)  La  titularidad  se  ha  dividido:  el  Conseller  mantiene  la  titularidad  política,  pero  el 

Director General ostenta la titularidad técnica según la Ley 40/2015.

D) La competencia se vuelve concurrente: ambos órganos pueden resolver expedientes 

indistintamente sin necesidad de publicar la delegación.
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• Respuesta correcta: B. La delegación de competencias afecta al ejercicio, pero 

nunca altera la titularidad (art. 8.1). El delegante conserva la responsabilidad de la 

competencia.

2. Una norma de organización atribuye una competencia de forma genérica a "La 

Conselleria  de  Agricultura".  El  Secretario  Autonómico  y  el  Director  General  se 

disputan la competencia para resolver un expediente sancionador concreto. ¿Qué 

establece el artículo 8.3 de la Ley 40/2015?

A)  Corresponde  resolver  siempre  al  órgano  con  mayor  rango  jerárquico  (Secretario 

Autonómico).

B) Debe decidirse por sorteo entre ambos órganos por ser ambos competentes.

C) La facultad corresponde a los órganos inferiores competentes por razón de materia y 

territorio; si no hay claridad, al superior jerárquico común.

D) La competencia queda bloqueada hasta que se dicte una nueva norma aclaratoria.

• Respuesta  correcta:  C. La  regla  de  cierre  del  art  8.3  permite  la  continuidad 

administrativa evitando la parálisis competencial.

III. CUADRO DE TÉCNICAS COMPETENCIALES 

 

IV. NOTA DE AUTOR 

Es fundamental que el Tribunal perciba que el artículo 8 no es una simple norma técnica, 

sino  el  blindaje  de  la  responsabilidad  administrativa.  La  irrenunciabilidad  de  la 

competencia (art. 8.1) no es un dogma, sino la garantía de que el ciudadano siempre sepa 

quién  es  el  responsable  de  su  acto.  Si  permitiéramos  que  la  competencia  fuera 
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renunciable, la Administración se convertiría en un laberinto donde el ciudadano nunca 

sabría a qué órgano exigirle su derecho. La distinción entre titularidad y ejercicio es lo que 

permite que la Administración sea eficiente (desconcentrando o delegando) sin perder la 

cadena de mando y responsabilidad. En tu práctica diaria, velar por la correcta aplicación 

de estas técnicas no solo es cumplir con la Ley 40, es salvaguardar la propia esencia del 

principio de seguridad jurídica".

Artículo 9. Delegación de competencias. 

1.  Los órganos de las  diferentes  Administraciones  Públicas  podrán  delegar  el 

ejercicio de las competencias que tengan atribuidas en otros órganos de la misma 

Administración,  aun  cuando  no  sean  jerárquicamente  dependientes,  o  en  los 

Organismos públicos o Entidades de Derecho Público vinculados o dependientes 

de aquéllas. En el ámbito de la Administración General del Estado, la delegación 

de competencias deberá ser aprobada previamente por el órgano ministerial de 

quien dependa el órgano delegante y en el caso de los Organismos públicos o 

Entidades  vinculados  o  dependientes,  por  el  órgano  máximo de  dirección,  de 

acuerdo con sus normas de creación. Cuando se trate de órganos no relacionados 

jerárquicamente será necesaria la aprobación previa del superior común si ambos 

pertenecen al mismo Ministerio, o del órgano superior de quien dependa el órgano 

delegado,  si  el  delegante  y  el  delegado  pertenecen  a  diferentes  Ministerios. 

Asimismo, los órganos de la Administración General del Estado podrán delegar el 

ejercicio de sus competencias propias en sus Organismos públicos y Entidades 

vinculados o dependientes, cuando resulte conveniente para alcanzar los fines 

que tengan asignados y mejorar la eficacia de su gestión. La delegación deberá 

ser  previamente  aprobada  por  los  órganos  de  los  que  dependan  el  órgano 

delegante y el órgano delegado, o aceptada por este último cuando sea el órgano 

máximo de dirección del Organismo público o Entidad vinculado o dependiente. 

2. En ningún caso podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a: 

a)  Los  asuntos  que  se  refieran  a  relaciones  con  la  Jefatura  del  Estado,  la 

Presidencia del Gobierno de la Nación, las Cortes Generales, las Presidencias de 

los  Consejos  de  Gobierno  de  las  Comunidades  Autónomas  y  las  Asambleas 

Legislativas de las Comunidades Autónomas. 
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b) La adopción de disposiciones de carácter general. 

c) La resolución de recursos en los órganos administrativos que hayan dictado 

los actos objeto de recurso. 

d) Las materias en que así se determine por norma con rango de Ley. 

3. Las delegaciones de competencias y su revocación deberán publicarse en el 

«Boletín  Oficial  del  Estado»,  en  el  de  la  Comunidad  Autónoma  o  en  el  de  la 

Provincia,  según la  Administración a que pertenezca el  órgano delegante,  y  el 

ámbito territorial de competencia de éste. 

4.  Las  resoluciones  administrativas  que  se  adopten  por  delegación  indicarán 

expresamente  esta  circunstancia  y  se  considerarán  dictadas  por  el  órgano 

delegante. 

5. Salvo autorización expresa de una Ley, no podrán delegarse las competencias 

que se ejerzan por delegación. 

No  constituye  impedimento  para  que  pueda  delegarse  la  competencia  para 

resolver un procedimiento la circunstancia de que la norma reguladora del mismo 

prevea,  como  trámite  preceptivo,  la  emisión  de  un  dictamen  o  informe;  no 

obstante, no podrá delegarse la competencia para resolver un procedimiento una 

vez  que  en  el  correspondiente  procedimiento  se  haya  emitido  un  dictamen  o 

informe preceptivo acerca del mismo. 

6. La delegación será revocable en cualquier momento por el órgano que la haya 

conferido. 

7.  El  acuerdo  de  delegación  de  aquellas  competencias  atribuidas  a  órganos 

colegiados, para cuyo ejercicio se requiera un quórum o mayoría especial, deberá 

adoptarse observando, en todo caso, dicho quórum o mayoría. 

La  delegación de  competencias es,  sin  duda,  la  técnica  que  más  juego  da  en  los 

exámenes de  oposiciones.  Es  el  "arma de  doble  filo"  de  la  Administración:  agiliza  la 

gestión, pero si se falla en un solo requisito formal, el acto cae por vicio de competencia. 

I. COMENTARIO DETALLADO DEL ARTÍCULO 9 

La delegación de competencias constituye una técnica de transferencia del  ejercicio de 

potestades administrativas que deja intacta la  titularidad de la competencia. No es una 

técnica de organización (como la desconcentración),  sino una  técnica de gestión de 
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carácter eminentemente traslativo y revocable. La delegación opera en el plano de la pura 

dinámica procedimental bajo el principio de oportunidad, configurándose como un negocio 

jurídico de habilitación ad exercitium.

1. Ámbito subjetivo y el requisito de la autorización previa (Apartado 1)

El artículo 9.1 consagra una extraordinaria flexibilidad en el tráfico organizativo al permitir  

la  delegación  no  solo  en  órganos  jerárquicamente  dependientes,  sino  también  en 

órganos  no  dependientes de  la  misma  Administración  o  en  su  sector  público 

instrumental.

No  obstante,  esta  quiebra  del  flujo  jerárquico  natural  introduce  un  riesgo  de 

descoordinación y pérdida de control político. Por ello, el legislador introduce la figura de 

la  aprobación  previa.  En  el  ámbito  de  la  AGE  (extrapolable  a  los  Gobiernos 

autonómicos),  la  delegación en órganos no subordinados o  pertenecientes  a  distintos 

departamentos  ministeriales  exige  la  aprobación  previa  del  superior  común.  Esta 

autorización previa no es un mero trámite de cortesía burocrática, sino un presupuesto 

de validez sustantiva: su omisión procedimental determina la nulidad de pleno derecho 

del acuerdo de delegación por incompetencia de origen.

2. El "Círculo de Seguridad" y las materias excluidas (Apartado 2)

El apartado 2 delimita un núcleo duro de competencias que el legislador califica como 

radicalmente  indelegables.  La  ratio  legis es  proteger  las  funciones  que  vertebran  la 

soberanía,  la  representación  del  Estado,  el  equilibrio  de  poderes  y  las  garantías  de 

imparcialidad del administrado.

• Letra  a)  Relaciones  institucionales  de  alta  representación: Blindaje  de  las 

comunicaciones con la Jefatura del Estado, Gobiernos y Asambleas Legislativas 

por estrictas razones de dignidad constitucional y protocolo del poder.

• Letra b) Adopción de disposiciones de carácter general (Potestad normativa): 

Lo que el artículo 9.2.b protege es la potestad normativa secundaria. El poder de 

dictar normas que innoven el ordenamiento jurídico general no puede fragmentarse 

ni  delegarse  en  órganos  inferiores,  para  evitar  una  dispersión  normativa 

descontrolada que pulverizaría el principio de seguridad jurídica.

• Letra  c)  Resolución  de  recursos  en  los  órganos  que  dictaron  el  acto: 

Consagración positiva del principio general del derecho nemo iudex in causa sua 
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(nadie puede ser juez y parte). Si bien un órgano puede delegar la potestad de 

resolver un procedimiento, jamás puede delegar la potestad de resolver el recurso 

administrativo  interpuesto  contra  el  acto  que  él  mismo  dictó.  Esto  preserva  la 

mínima apariencia de imparcialidad y objetividad de la vía revisora.

3. El requisito constitucional de la publicidad en boletines oficiales (Apartado 3)

El apartado 3 impone la obligatoriedad de publicar tanto el acuerdo de delegación como 

su revocación en el boletín oficial que corresponda (BOE, DOGV, BOP). Conforme a la 

doctrina  consolidada  del  Tribunal  Supremo,  la  publicación  oficial  no  es  un  simple 

requisito de eficacia, sino un requisito de validez formal. La competencia es una materia 

de  orden  público;  el  ciudadano  debe  tener  la  certeza  absoluta  de  qué  órgano  está 

ejerciendo legítimamente las potestades de imperio. Una delegación no publicada carece 

de existencia jurídica frente a terceros, y cualquier acto dictado al amparo de la misma 

será nulo de pleno derecho por incompetencia material del órgano delegado.

4. La imputación jurídica y la ficción de autoría (Apartado 4)

El apartado 4 articula el mecanismo de la imputación jurídica: las resoluciones dictadas 

por el órgano delegado «se considerarán dictadas por el órgano delegante». Se produce 

una escisión técnico-jurídica: el órgano delegado aporta la autoría material (la firma), pero 

la autoría jurídica y la responsabilidad del acto se imputan de forma exclusiva al órgano 

delegante (el titular).

De este precepto se derivan tres consecuencias procesales críticas:

• Fórmula de constancia (P.D.): El acto debe hacer constar de forma expresa que 

se dicta "Por Delegación". Su omisión puede dar lugar a la anulabilidad del acto por 

generar indefensión y ocultar la verdadera autoría.

• Determinación de la vía de recurso: Al considerarse dictado por el delegante, la 

vía impugnatoria se determina en función del rango del delegante, no del delegado. 

Si un Director General dicta un acto por delegación del Conseller, ese acto agota la 

vía administrativa, y contra él no cabe recurso de alzada ante el Conseller, sino 

recurso  potestativo  de  reposición  o  acudir  directamente  a  la  vía  contencioso-

administrativa.
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• Prohibición de litigio: El delegante no puede interponer recursos contra los actos 

dictados por el delegado en ejercicio de la delegación, pues jurídicamente son sus 

propios actos.

5.  La  prohibición  de  subdelegación  y  la  congelación  por  informe  preceptivo 

(Apartado 5)

• Delegetus  delegare  non  potest  (Párrafo  1): La  delegación  se  basa  en  un 

principio de confianza técnica y política (intuitu personae). Por ello, el apartado 5 

prohíbe de forma taxativa la subdelegación consecutiva (delegación sobrevenida 

de una competencia ya delegada), salvo que una ley con rango formal lo autorice 

de manera excepcional.

• La  congelación  procedimental  (Párrafo  2): El  legislador  introduce  un  límite 

temporal estricto vinculado a los  informes preceptivos. La Administración puede 

delegar la resolución de un expediente en cualquier momento de su tramitación 

ordinaria; sin embargo, en el instante preciso en que se incorpora al expediente un 

dictamen  o  informe  preceptivo,  la  potestad  de  delegar  queda  congelada  y 

extinguida.

La justificación dogmática de este veto, es erradicar el fraude de ley procedimental:  

evita que el órgano titular, tras conocer que un informe preceptivo y vinculante le es 

técnicamente desfavorable, delegue apresuradamente la resolución en un órgano 

inferior o más complaciente para eludir el desgaste político, el rigor técnico o la 

responsabilidad directa de la denegación.

6. Revocabilidad ad nutum y mayorías especiales (Apartados 6 y 7)

• Revocabilidad  (Apartado  6): Al  no  verse  alterada  la  titularidad,  el  órgano 

delegante conserva la  plena disponibilidad sobre la  potestad.  Puede revocar  la 

delegación en cualquier momento y sin necesidad de justificar una causa tasada, 

bastando con un acuerdo motivado que deberá ser publicado en el boletín oficial 

para desplegar efectos.

• Paralelismo de formas en órganos colegiados (Apartado 7): Si la competencia 

originaria pertenece a un órgano colegiado que exige un quórum de constitución o 

una  mayoría  cualificada  para  adoptar  acuerdos  (vgr.  dos  tercios  del  pleno),  el 

acuerdo  para  delegar  dicha  competencia  debe  observar  de  forma  obligatoria 
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idénticos  requisitos  de  quórum  y  votación.  No  cabe  relajar  las  exigencias 

democráticas u organizativas del órgano para desprenderse de su función.

II. EL RINCÓN DEL TEST

1. El Ayuntamiento de Valencia quiere delegar en la Universidad Politécnica (entidad 

pública vinculada) la potestad de aprobar el Plan General de Ordenación Urbana 

(PGOU). ¿Es legalmente viable esta delegación?

A) Sí, siempre que se publique en el BOP.

B) No, porque la adopción de disposiciones de carácter general (planes urbanísticos) es 

una competencia indelegable por el art. 9.2.b).

C) Sí, mediante convenio de colaboración, ya que las universidades son entidades de 

Derecho Público.

D) No, ya que las universidades no pueden ejercer potestades de imperio.

• Respuesta correcta: B. La adopción de disposiciones de carácter general (y los 

Planes urbanísticos tienen esa naturaleza normativa) son indelegables ex lege.

2. Tras haberse emitido un informe jurídico preceptivo y desfavorable sobre una 

licencia  de  actividad,  el  Alcalde  decide  delegar  la  firma de la  denegación en el  

Concejal de Urbanismo. ¿Es válida esta delegación?

A) Sí,  ya que el  Alcalde mantiene la titularidad y puede delegar la firma en cualquier 

momento.

B) Sí, pues es una técnica de gestión que mejora la eficacia.

C) No, puesto que el artículo 9.5 prohíbe delegar la resolución una vez que se ha emitido 

un dictamen o informe preceptivo.

D) Es válida siempre que el Concejal cuente con el visto bueno del Secretario Municipal.

• Respuesta correcta: C. La prohibición de delegar tras el informe preceptivo es 

absoluta para garantizar que el titular asuma la responsabilidad de los informes 

técnicos.

3.  Un  Director  General  de  la  Generalitat  Valenciana  dicta  una  resolución 

sancionadora en virtud de una competencia que le fue delegada por el Conseller del  

departamento  mediante  un  acuerdo  debidamente  publicado.  El  interesado, 

disconforme  con  la  sanción,  pretende  interponer  un  recurso  de  alzada  ante  el 
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propio Conseller para que revise la actuación de su Director General. Conforme al 

régimen de imputación del artículo 9.4 de la Ley 40/2015, ¿es viable dicho recurso?

A) Sí, porque el Director General es un órgano jerárquicamente dependiente del Conseller  

y sus actos siempre son fiscalizables en alzada.

B) No, porque los actos dictados por delegación se consideran jurídicamente dictados por 

el órgano delegante (el Conseller), por lo que la resolución agota la vía administrativa y 

contra ella solo cabrá reposición o recurso contencioso-administrativo.

C) Sí, pero el recurso de alzada deberá ser resuelto de forma colegiada por la Abogacía 

de la Generalitat para garantizar la neutralidad.

D) No, porque contra los actos dictados en ejercicio de una competencia delegada el 

legislador ha suprimido cualquier tipo de recurso en vía administrativa.

• Respuesta correcta: B. Al operar la ficción de imputación legal del art. 9.4, el acto 

no es del Director General, sino del Conseller. Al ser un acto del Conseller, agota la 

vía administrativa, haciendo inviable el recurso de alzada.

III. CASO PRÁCTICO 

Supuesto de Hecho

El  Conseller  de  Sanitat  de  la  Generalitat  Valenciana dicta  una  resolución  por  la  cual 

delega en  el  Director  General  de  Farmacia  la  competencia  para  resolver  todos  los 

procedimientos  sancionadores  por  infracciones  graves  en  materia  de  ordenación 

farmacéutica. Dicha resolución de delegación se publica correctamente en el DOGV.

Durante  la  tramitación  de  un  expediente  sancionador  contra  una  multinacional 

farmacéutica, se suceden los siguientes hechos en este orden cronológico:

1. El  Servicio  de  Inspección  emite  un  informe jurídico  preceptivo en  el  que  se 

concluye, de forma inequívoca, que la empresa ha cometido una infracción grave 

que apareja una propuesta de sanción de 120.000 euros.

2. Tras la emisión de dicho informe, el Director General de Farmacia, abrumado por la 

complejidad  técnica  y  la  presión  mediática  del  caso,  dicta  un  acuerdo  de 

subdelegación de la competencia para resolver en favor del Jefe de Servicio de 

Ordenación Farmacéutica (su subordinado directo).
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3. El Jefe de Servicio dicta la resolución final imponiendo la multa de 120.000 euros. 

En el pie de la resolución hace constar textualmente: «Por delegación del Director  

General de Farmacia».

La multinacional farmacéutica interpone recurso de alzada ante el Conseller solicitando la 

nulidad de pleno derecho de la sanción, alegando que el acto ha sido dictado por un 

órgano radicalmente incompetente y que se han pulverizado los límites del artículo 9 de la 

Ley 40/2015.

Como Técnico Superior  de Administración General   adscrito  a  la  Subsecretaría  de la 

Conselleria, se le encomienda la redacción de la propuesta de resolución del recurso de 

alzada.

Resolución Jurídica 

Fundamentación Jurídica:

La resolución sancionadora dictada por el Jefe de Servicio es nula de pleno derecho de 

conformidad con el  artículo 47.1.b)  de la Ley 39/2015,  por  haber sido dictada por un 

órgano  manifiestamente  incompetente  por  razón  de  la  materia  y  de  la  jerarquía,  al 

haberse infringido de forma acumulativa dos límites insubsanables del artículo 9 de la Ley 

40/2015:
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• Infracción de la prohibición de subdelegación (art. 9.5, párrafo 1): El Director 

General de Farmacia carecía de habilitación legal para subdelegar la competencia 

en  el  Jefe  de  Servicio.  La  ley  establece  de  forma  taxativa  que  «no  podrán 

delegarse las  competencias que se ejerzan por  delegación»,  salvo autorización 

expresa  de  una  Ley.  Al  no  existir  dicha  cobertura  legal,  la  transmisión  de  la 

potestad es nula.

• Infracción del momento crítico por informe preceptivo (art. 9.5, párrafo 2): Aun 

en el supuesto hipotético de que la subdelegación hubiera sido válida, el acuerdo 

de transmisión se adoptó  después de que constara en el  expediente el informe 

preceptivo de la Inspección. El artículo 9.5 prohíbe de forma absoluta delegar la 

competencia para resolver un procedimiento una vez emitido dicho dictamen, para 

evitar la elusión fraudulenta de la responsabilidad del órgano decisor.

• Defecto en la imputación de la firma (art. 9.4): El Jefe de Servicio firmó haciendo 

constar  «Por delegación del Director General». Esto supone un error de derecho 

sustantivo: los actos dictados por delegación se consideran legalmente dictados 

por el  órgano delegante primigenio (el  Conseller).  La resolución debió hacer 

referencia a la delegación originaria del Conseller, puesto que el Director General 

nunca fue el titular de la competencia.

Conclusión: Se propone la estimación íntegra del recurso de alzada interpuesto por la 

multinacional  farmacéutica,  declarando  la  nulidad  de  pleno  derecho  de  la  resolución 

sancionadora por incompetencia manifiesta del órgano firmante, ordenando el archivo del 

expediente  sin  perjuicio  de  la  facultad  de  la  Administración  de  iniciar  un  nuevo 

procedimiento si la infracción no ha prescrito.

IV. CUADRO DE CONTROL DE DELEGACIÓN



V. NOTA DE AUTOR 

La delegación es una técnica de gestión, no de desentendimiento. El delegante mantiene 

la  responsabilidad política  y  jurídica  del  acto.  La  exigencia  de  indicar  la  fórmula  'Por 

Delegación' (P.D.) y la prohibición de delegar tras el informe preceptivo demuestran que la 

ley no busca facilitar  la elusión de responsabilidades, sino racionalizar  el  ejercicio del 

poder. Un técnico superior que no vigile la publicación en el Boletín o que intente delegar 

tras recibir un informe desfavorable está incurriendo en un vicio procedimental que pone 

en riesgo la seguridad jurídica de todo el expediente."
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